El Régimen de los Grandes Municipios
y en Especial de las Capitales Nacionales:
El Caso Espaiiol

Luciano Parejo Alfonso
Catedrdtico de Derecho Administrativo

SUMARIO
1. INTRODUCCION

II. LA PRIMERA MANIFESTACION DE LA ESPECIALIDAD: LA RESPUESTA AL FE-
NOMENO METROPOLITANO O DE GRAN CIUDAD

IIl. LA SEGUNDA Y ESPECIFiCA MANIFESTACION DE LA ESPECIALIDAD: LAS SIN-
GULARIDADES EN EL REGIMEN DE GOBIERNC LOCAL DEL MUNICIPIO CAPITAL
1. La primera Ley Especial para Madrid, atin vigente. 2. La legislacion postconstitucional de
régimen local: su impacto en el végimen especial del Municipio de Madrid.

1V. LA MAS RECIENTE EVOLUCION Y LA SITUACION ACTUAL

I. INTRODUCCION

‘

En la tradicién juridico-politica y constitucional espaiiola, como, por demis, en la
europea en general, la capitalidad no determina por si sola un estatuto especifico del
gobicrno local del territorio correspondiente, que lo diferencie y singularice respecto
del propio del restante territerio. En puridad, no existe, pucs, entre nosotros la ins-
titucién, arraigada en América (y desde luego, en Mdéxico), del Distrito Federal o
capital. Esta difcrencia notable entre nuestros dos paises ya en el punto de partida
del tratamiento del gobierno local de los territorios scde de las instituciones estatales
nacionales {ccntrales o federales) merece ser destacada. La razdn mids eficiente para
que la capitalidad no opere, entre nosotros, como factor determinante, por si mismo,
dc una especialidad del gobierno politico-administrative local, radica, sin duda, en
que no activa necesidad alguna de asegurar una especifica sintonia politica entre el
gobierno central (federal) y el local.

Se entiende asi que la Constitucion espafiola de 1978, cuando se reficre a este
asunto, se limite a disponer escuetamente, en Su articulo 5, que: “La capital del Es-
tado es la villa de Madrid”. No hay en el texto constitucional precisidén alguna ui-
terior, ni aun en punto a cudles scan las consecuencias juridicas —siquiera sean las
principales— derivadas o derivables de la fijacién de la capitalidad. En particular,
el constituyente no sélo no se¢ ha pronunciado por un régimen especial de gobierno
para el Municipio capital del Estado, sino que ni siquicra ha establecido como nece-
saria la ubicacién en Madrid de la sede de las instituciones politicas nacionales o
centrales (de ahi, justamente, la viabilidad constitucional de la muy reciente propuesta
lanzada desde medios politicos catalanes de traslado de la sede de alguna de dichas
instituciones a Barcelona}®.

1. La vinculacién entre capitalidad y régimen especial, como inmediatamente se¢ comprobarid en
el propio texto, aunque no predeterminada en la Constitucién, ha sido cstablecida, en su desa-
rrollo, por el articulo 6 del Estado de Auionomia de la Comunidad Auténoma de Madrid, el
cual, ademds, ha conectado a la condicién de capitalidad la de sede de las instituciones gene-
rales. Es claro que esta nltima prescripcién carece de rango constitucional y no hace ilegitima
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Lo dicho no significa que la capitalidad no haya provocado hasta ahora (el Mu-
nicipio capital ha venido gozando desdc 1963 de un cierto régimen especial}, ni deba
determinar en el futuro (en el Estado autondmico articulado por la Constitucion de
1978) especialidad alguna en el gobierno local de Madrid. El articulo 6 del Estatuto
de Autonomia de la Comunidad de Madrid, aprobado por la Ley Organmica 3/1983,
de 25 de febrero, dispone, en efecto, que:

“La villa de Madrid, por su condicion de capital del Estado y sede de las insti-
tuciones generales, tendrd un régimen especial, regulado por ley votada en auto-
ndémicas y municipales, en el cjercicio de sus respectivas competencias”.

Parece claro, pues, que tras la Constitucién de 1978 y en razén a la organizacién
territorial del Estado fundado por ella, la capitalidad ha pasado a tener en nuestro
sisterna un significado politico especifico, relacionado con aquella organizacion, que
se afiade, asi, a su trascendencia tradicional para el régimen del gobierno local del
territorio municipal correspondiente.

La determinacién exacta y cabal del significado en el ordenamiento -espafiol de
la “especialidad” del régimen del gobierno del Municipio capital requiere de la pers-
pectiva histérica, la cual revela —adelantando conclusiones— que:

‘El motor del régimen especial no radica tanto en cl dato de la capitalidad, cuanto
en el hecho urbano (la gran ciudad) relacionado con ésta y su repercusion en
el sistema de gobierno local. Se explica asi no sdlo la extensién en su dia de
ese régimen especial a otras ciudades (con parecidos problemas de crecimiento;
Barcelona, Bilbao, Valencia), sino muy particularmente su concentracion en los
aspectos relativos a la Hacienda y la gestion urbanistica, sin perjuicio de su in-
cidencia también en la organizacion misma del gobierno local.

El cuadro asi trazado no ha sido sustancialmente alterado por la Constitucién
de 1978, sin perjuicio de la potenciacién por €sta de la dimensién politica —en
el contexto de la organizacidn territorial del Estado— del dato de la capitalidad.
El régimen especial dcrivable de éste continda girando sobre los mismos_ejes
de gravedad, que, incluso, han adquiridc mayor pesc especifico, especialmente
el refativo a la Hacienda. Pues las cuestiones relacionadas especificamente con
la capitalidad no deben confundirse con las generales derivadas de la instaura-
cién de una verdadera aulonomia local, que operan decididamente en la orga-
nizacién y el contenido del gobierno de los Municipios. Por “ello mismo, el ré-
gimen especial no es algo exclusivo del Municipic capital del Estado, siendo
dificil discernir cudles sean los clementos de éste que deban imputarse exclusi-
vamente a la capitalidad.

II. LA PRIMERA MANIFESTACION DE LA ESPECIALIDAD:
LA RESPUESTA AL FENOMENO METROPOLITANO
O DE GRAN CIUDAD

La primera singularizacién del gobierno local de Madrid trae causa de su condi-
cién no de capital, sino de gran ciudad, por mis que esta circunstancia esté ligada
a la anterior. El crecimiento urbano y consiguiente surgimiento de uma gran ciudad

constitucionalmente la propuesta a que se alude en el texto. Incluso cabe afirmar que, dada
la redaccion literal en este punto del articulo 6 del mencionado Estatuto de Autonomia, éste
se limita a establecer —para la sede de las instituciones generales— una regla general suscep-
tible de excepcién por norma suficicnte y especifica, sin erigirse siquiera, por tanto, en obs-
taculo legal a la dccisién de la ubicacién en lugar distinto de alguna o algunas de las institu-
ciones generales.
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que.desborda los limites jurisdiccionales del Municipio demanda, en efecto, una res-
puesta institucional.

Generalizando, se trata del fenémeno propio de nuestra época, y bien conocido
por los componentes mexicanos de este Seminario, que se¢ ha venido en denominar
“la explosion urbana”. Sin entrar a analizar en detalle tal fendmeno, cuyo estudio no
es de este momento, conviene destacar algunos de los aspectos mds relevantes del
mismo:

Por de pronto, la explosién urbana supone la aparicién en la historia humana
de un nuevo concepto de ciwdad. La ciudad tradicional era cerrada y amurallada
(asi tipicamente la medicval). Una ciudad cerrada, en el sentido de ofrecer unos
contornos perfectamente establecidos, un dmbito de suelo urbano claramente de-
finido y consolidado, que se difernciaba abrupta y claramente del entorno rural.
Frente a esta ciudad surge la que bien puede calificarse como “cindad abierta”,
en Ia que la transicién desde lo urbano a lo rural, lo ristico, va no es abrupta,
no es clara, no es neta: la unidad de los urbanos no se manifiesta tanto en una
continuidad fisica de los aprovechamietos tipicamente urbanos (nitidamente di-
ferenciados de las restantes formas de utilizacién del territorio), cuanto en una
funcionalidad de interrelaciones, comunicaciones, servicios, relaciones de todo
tipo, que dan lugar a una ciudad socioecondémica con limites muy imprecisos
sobre el territorio.

Consecuencia inevitable de la dindmica del nuevo fenémeno asi sucintamente
caracterizado es el desbordamiento de las estructuras de gobierno, basadas ¢n la
combinacién de poblacion y territorio, de la organizacibén territorial interna de
los Estados; en definitiva, de las comunidades locales establecidas y sus limites
jurisdiccionales tradicionales. Las actuales aglomeraciones urbanas responden a
una forma de asentamiento de la poblacién y las actividades sobre el territorio,
cuya dindmica rompe dichos limites.

Esa ruptura de la l6gica politico-administrativa de las comunidades locales acaba
produciendo una crisis de la forma de organizacidn de las afectadas por este
fenémenc de connurbacién o de aglomeracién urbana.

El Municipio, como organizacién institucional y de gobierno de una determinada
comunidad, resulta sobrevenidamente incapaz para articular y resolver los pro-
blemas de tales aglomeraciones, sencillamente porque éstas desbordan amplia-
mente los limites definitorios de la comunidad municipal; ésta no concuerda ya
con la derivada del proceso real de urbanizacién.

Esta crisis, por inadecuacién ¢ insuficiencia de las estructuras municipales, ha
determinado en muchos paises, entre cllos el nuestro, la bisqueda en instancias
supramunicipales institucionalizadoras del espacio y la poblacién cubjertas por
la gran aglomeracién urbana de la solucién idénea al reto que el gobierno de
ésta supone. Y estas nuevas instancias van a construirse a costa del espacio ins-
titucional y competencial de los Municipios afectados, cuando no a implicar la
desapariciéon de éstos en algunas ocasiones.

En cualquier caso el fenémeno aludido ofrece una notable complejidad, ademas
de una apreciable diversidad en los distintos paises. Justamente por ello, los
intentos dirigidos a su categorizacién han debido recurrir a muy diferentes cri-
terios y perspectivas, en los que acuf no podemos ahora entrar. A los cfectos
que en este momento nos interesan, podemos definir la aglomeracién urbana a
la que nos estamos refiriendo, o, si se prefiere el drea metropolitana, como un
conjunto urbano de gran magnitud, tanto en términos absolutos como en tér-
minos relativos (alta densidad), cuya consideracion unitaria se justifica, mds
alli de la discontinuidad de los distintos elementos que formen esa aglomera-
ciébn urbana, por la estrecha interdependencia de los mismos. Existe un nicleo
urbano, una gran ciudad (hablando en términos tradicionales), que irradia su
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influencia al territorio circundante (Hinterland), es decir, estructura su entorno
origindndose, por lo tanto, flujos de influencia ¢ interrelacidon reciprocos, que
hacen del conjunto un sistema.

Lo especifico de un 4rea metropolitana radica en la aparicién de una nueva uni-
dad o entidad socioccondmica y cultural mds amplia y distinta de las comunidades
tradicionales formalizadas en determinadas jurisdicciones locales {en las que se habia
decantado la organizacién territorial politico-administrativa tradicional).

Aun cuando el fendmeno metropolitano sea general y presente algunas caracte-
risticas tipicas, lo cierte es que sblo adquiere sus perfiles propios y especificos (en
cuanto a sus limites, jcuindo puede comenzarse a hablar de una metrépoli?; y en
Por ello, la respuesta a dar al mismo debe ser también especifica, debiendo procederse
muy criticamente en toda operacién de trasplante de férmulas ya establecidas, ob-
viando desde liego toda traslacion indiscriminada y no matizada. En esta exposicién
nos vamos a atener, como es obvio, a las respuestas espafiolas al problema. En cual-
quier caso, inferesa insistir en que la aparicién de una aglomeracion de las caracteris-
ticas descritas, supone un salto cualitativo; determina una nueva unidad requiriente
de una respuesta institucional propia.

Hechas estas precisiones generales, ;cudl ha sido la respuesta normativa legal en
Espafia a este fenomeno de la explosidn urbana, en la aparicién de las grandes ciu-
dades, y concretamente la de Madrid?

La respuesta institucional al fenémeno se produce en Espaiia, en relacién con el
resto de Europa, de forma relativamente tardia. La explicacién radica en las pecu-
liaridades de [a historia politica, de la evolucién econémica, y sobre todo, del desa-
rrollo del proceso urbanizador espaifiol (en particular, la urbanizacién en gran escala
no tienc lugar sino hasta los afios cincuenta de este siglo).

—El Proyecto de Ley de 1919, sobre Bases para la regulacién de la vida muni-
cipal en las grandes ciudades. En él se contemplaba la posibilidad de la asociacién
de Municipios de mds de 100.000 habitantes entre si para obras y servicios, asi como
para cualesquiera otros fines de interés comiin. No llegd, sin embargo, a ser ley, que-
dando en simple proyecto.

—Y el lamado Proyecto Chapaprieta de 1923, que intent6é ya resolver este pro-
blema no desde la perspectiva de gobierno local sino desde la urbanistica. Pretendié
superar, sustituvéndola, la estrategia del llamado ensanche, que era la técnica espa-
fiola de aquella época para resolver el problema del crecimiento de las ciudades (con-
sistia en hacer “nueva ciudad”, nuevos barrios completos), mediante la planificacién
integra (municipal y supramunicipal) del fendémeno urbano. En él aparece por pri-
mera vez el concepto de drea metropolitana.

La institucionalizacién del tratamiento del fenémeno de las grandes ciudades
—en particular, de Madrid— no comienza sino después de la Guerra Civil. Todavia la
Ley de Régimen Local de 1945 (primera ley de gobierno local que se produce des-
pués de la Guerra Civil} carece de respuesta especifica para el problema, pues aborda
la regulacién del gobierno local en los términos uniformistas tradicionales. Establece
un régimen tnico para todos los Municipios de suerte que la Unica articulacién or-
ganizativa de las colectividades locales de base es el Municipio No se contemplan
otras soluciones, otras férmulas organizativas; todo lo mds, se prevé la posibilidad del
régimen de carta (régimen especial otorgable a determinados Municipios y del que
sOlo deriva una especialidad de la organizacién municipal de la correspondiente co-
munidad local). Consecuentemente, en el marco legal de 1945 las aglomeraciones
urbanas que extrapasaran o rompieran los limites municipales carecian de solucidn
organizativa especifica.

Justamente esta circunstancia —el desconocimiento por la legislacién de la post-
guerra civil del fendémeno de la gran ciudad— explica el rumbo y la orientacién de
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Ia evolucién ulterior de la normativa que inmediatamente va a afrontar ya, primero
el problema de la rcconstruccién y el crecimiento urbano, y luego la organizacién
territorial y urbanistica en términos generales. Se trata de una orientacién marcada
por la separacién entre la regulacion del gobierno local y el régimen de la ordenacién
del proceso urbanizador. Quiere decirse que, como inmediatamente vamos a compro-
bar, la legislacidn sigue dos trayectorias: poer un lado, la marcada por la legislacién
de régimen local con la inspiracién ya apuntada (limitacién al estatuto de los gobier-
nos locales tradicionales), y por otro, la independientemente trazada por la legislacién
urbanistica, que es la que intentard, desde las técnicas propiamente de la planificacién
fisica, de la planificacién y gestidn territoriales, dar una respuesta a las grandes ciu-
dades, y en concreto, a la de Madrid. )

Durante mucho tiempo (desde los afios 40 hasta 1985), van a estar separados
ambos planos. De un lado, las comunidades locales y la organizacién para su gobierno
y administracién; de otro, los organismos de planificacién y gestién urbanisticas de
las aglomeraciones urbanas que exceden los limites municipales o que comprenden
varios Municipios. Y esa separacién se formaliza ya en la importante Ley sobre Ré-
gimen del Suelo y Ordenacién Urbana (conocida abreviadamente como Ley del
Suelo) del 12 de mayo de 1956; Ley que, a pesar de producirse cn pleno franquismo,
es una ley muy progresista tanto en punto a la capacidad de los gobiernos locales
para definir y establecer la ordenacion territorial de sus propios ambitos jurisdiccio-
nales, como en orden a las posibilidades del poder publico de delimitar el contenido
del. derecho de propiedad al definir los usos del suelo.

1. En una primera (1946-1956) el tnico punto de conexién que se va a esta-
blecer entre ambos planos, entre ¢l gobierno local y el urbanismo, resulta del empleo
de la técnica de anexion de Municipios. Si, de una parte y frente al fenémeno urbano,
se arbitra la técnica planificadora, pero, de otra, no se adecua el gobierno munici-
pal de las comunidades afectadas por dicho fenémeno, el resultado no es otro que
la aparicién de un organismo ad hoc de planificacién para la gran aglomeracidn,
subsistiendo, no ocbstante, los Municipios comprendidos por ésta. ;Como se resuelve
esta situacién? En la medida en que la Ley de Régimen Local contempla el Muni-
cipio como férmula de gobierno local, la solucién se busca en la anexién al Muni-
cipio central de los Municipios colindantes, hasta hacer coincidir en Ia medida de lo
posible el nuevo y més grande Municipio con ¢l dmbito de la aglomeracién urbana.

Por lo tanto, en esta primera etapa sc utiliza decididamente la técnica de Ia
anexién. El ejemplo por excelencia es justamcnte la capital, Madrid, donde sc aneXio-
nan més de veinte Municipios al Municipio tradicional o central de Madrid. Desa-
parecen asi veinte Municipios (absorbidos por el central o nuclear) para adecuar la
estructura local al fendmeno de la gran ciudad. Este modus operandi se plasma —ex-
tendiendo la, férmula— en una seric de leyes especificas para las grandes ciudades:
Ley del 25 de noviembre de 1944, para Madrid; Ley del 17 de julio de 1945, para
el Gran Bilbao; Ley del 18 de diciembre de 1946, para el Gran Valencia. Todas estas
leyes responden a un mismo esquema, basado en un planteamiento urbanistico del
gobierno local; para la gran ciudad comprensiva de varios Municipios se arbitra una
planificacién conjunta y para la gestion de ésta se crea un organismo en el que in-
tervienen el Gobierno Central y los Municipios afectados (en la época considerada
la organizacién territorial comprende {inicamente, como es bien sabido, el Gobierno
nacional y los gobiernos locales, no existiendo instancia intermedia otra alguna, como
si 1a hay hoy tras la Constitucién de 1978); estos Organismos, a pesar de su califi-
cacién legal como Corporaciones, eran —por su funcionamiento, por el predominio
en cllos del Gobierno Central y por la tutela y el control que éste ejercia, fundamen-
talmente a través del Ministerio de la Vivienda, luego el Ministerio de Obras Publicas
y Urbanismo— verdaderos organismos (auténomos) del Estado; luego, para garan-
tizar la gestién adecuada de los servicios publicos de esa gran urbe unitariamente
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planificada, el gobierno local del 4mbito de la misma, se anexionaban los Municipios
periféricos al Municipio central.

2. Muy pronto se abre una segunda etapa en la evolucién que estamos descri-
biendo, la transicién hacia la cual es ¢jemplificable en el tratamiento que se da en los
afos 50 a Barcelona, segunda ciudad del sistema urbano espafiol, equiparable en im-
portancia en ese sistema a la ciudad de Madrid. Que haya sido Barcelona y no Madrid
la primera de la evolucién en esta segunda etapa acredita definitivamente que la es-
pecialidad de régimen no deriva de la capitalidad como dato politico-administrativo
y es mas bien una respuesta técnica para el gobierno de entidades econdmico-sociales
que rompen ¢l marco de las estructuras locales tradicionales.

La Ley del 23 de diciembre de 1953 de Barcelona y su comarca, al extender a
esta aglomeracién urbana el esquema anterior, implantado ya en otras grandes ciuda-
des, no puede dejar de observar Ia insuficiencia y la estrechez de la férmula, Su Ex-
posicién de Motivos contiene, ¢n efecto, una critica a dicha férmula y se aparta de
la técnica de la anexién, considerindola negativa para el gobierno local democritico.
Pretende ir mds alld, pero, en realidad, se queda en puras proctamaciones de prin-
cipios y no logra alumbrar la nueva férmula metropolitana a la que apunta.

El comienzo de esta segunda etapa puede situarse convencionalmente en la pu-
blicacién de la Ley del Suelo de 1956, ya aludida, y con la dotacién a Madrid y Bar-
celona de un régimen especial, que excepciona ya el régimen general local de la Ley
de 1945, es decir, el sistema general, ordinario y uniforme, de gobierno municipal.

La Ley del Suelo, aunque desconoce (recuérdese que se trata de una ley urbanis-
tica) formas organizativas nusvas de gobierno local, introduce férmulas de planifica-
cién para los supuestos de aglomcraciones urbanas que rebasan el dmbito municipal.
Contempla, de un lado, los llamados planes directores territoriales de coordinacién
(planes de @mbito supramunicipal y regional}, y de otro, los planes intermunicipales
o, dicho de otra manera, planes generales municipales de ordenacién, que pueden
comprender uno o varios Municipios. Para la realizacion de estos ltimos planes, los
Municipios afectados han de actuar de comtin acuerdo (reservandose algin papel al
segundo escalén de gobierno local: las diputaciones provinciales), pero lo importante
es que la figura cubre ¢l doble fendmeno de la expansién de un niicleo urbano mis
alld de su término municipal, incidiendo en otros Municipios, y el de la connurba-
cion equilibrada, caracterizado por la coexistencia de varios niicleos urbanos inter-
conectados o interrelacionados. )

Lo mis destacable, sin embargo, de la Ley del Suelo de 1956, es que abandena
la idea del crecimiento urbano como (nica o bisica directriz; idea que es tributaria
de los planteamientos a que obedece la legislacién del Gran Madrid (asi como tam-
bi¢n del Gran Bilbao y del Gran Valencia). En los afios 40 y primeros 50 la plani-
ficacion global de los fendmenos urbanos reposa sobre el propésito de propiciar su
crecimiento, signo de vitalidad, empuje vy desarrollo. Consecuentemente, la gran ciu-
dad, la aglomeracién urbana, sc consideran manifestaciones positivas. En 1956, aunque
se conserva esa linea de crecimiento, cnsanche de las poblaciones, se adopta una fi-
losofia méds amplia, en la que aquella aparece enmarcada en las ideas de planificacién
adecuada y de limitacién, cuando no contencién, del crecimiento desmesurado.

En este momento se abre paso ya Ja conciencia de la insuficiencia de la aproxi-
macién urbanistico-metropolitano para abordar y resolver satisfactoriamente el pro-
blema de las grandes ciudades, siendo preciso dotar a éstas de un régimen especial
en punto justamente a la organizacién y el funcionamiento de su gobierno local propio.
De ahi, que a comicnzos de la década de los afios sesenta (y de nuevo, primero en
Barcelona y luego en Madrid; acreditando, una vez mas, que la cuestién es la gran
ciudad y no la capitalidad politica) se defina una doble y paralela linea: la del go-
bierno metropolitano (centrado en la ordenacién y gestién urbanisticas) y la del go-
bierno local especial. Debe destacarse que, aun relacionados entre si, estos dos planos
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se solapan: mientras la légica del primero coincide sustancialmente con la de la aglo-
meracién urbana, la del segundo se limita al Municipio nuclear o central de ésta
- (Madrid y Barcelona). Esta circunstancia va a determinar su progresiva indepen-
dizacion.

Sin periuicio de retomar en su momento la linea evolutiva del régimen especial
de Madrid, en tanto que Municipio, procede ahora continuar el andlisis del trata-
miento de su vertiente metropelitana.

Tras el dictado de la Ley del 11 de Julio de 1963, reguladora de un régimen
especial para el Municipio de Madrid, la Ley 121/1963, del 2 de Diciembre, aborda
el asunto, en efecto, desde la perspectiva urbanistica, de modo que su solucién des-
cansa en una organizacién especifica para el fendmeno metropolitano. Crea la Comi-
sién de Planteamiento y Coordinacién del Area Metropolitana de Madrid, si bien
como organismo estatal, en el que —bajo la presidencia de un delegado del Gobier-
no—, se integran representaciones de los Ministerios del Gobierno Central, de la en-
tonces Provincia de Madrid, del -Ayuntamiento de Madrid (¢! Alcalde y un represen-
tante mds), de los otros Ayuntamientos del Area, de otros Municipios cxteriores el
Area, y de Organismos prestatarios de servicios a toda el Area Metropolitana (por
ejemplo, el Canal de Isabel II, que es el que realiza el abastecimiento de agua pota-
ble). Este organismo ha subsistido hasta hace Ppocos anos.

La Ley de Barcelona, promulgada el 13 de mayo de 1960, va, por su parte,
mucho mas alli (aun siendo anterior en el tiempo), porque crea una Comisién de
Urbanismo en calidad de organizacién estrictamente municipal ¢ local; y ademas, la
instittye no solamente para el plancamicnto fisico, es decir, para el planeamiento
urbanistico, sino también para la gestién de obras y servicios piblicos metropolitanos.
Esta ley da un paso hacia Ia unidad funcional de contenidos, genera una triple unidad
metropolitana: urbanistica, prestacional (servicios ptblicos) y fiscal. No alcanza a
generar todavia, no obstante, una verdadera unidad de gobierno de toda el Area me-
tropolitana.

Del sucinto examen que de la evolucidn histérica hasta 1963 queda realizado,
pueden extraerse las siguientes conclusiones:

a) Con independencia de aspectos accesorios como los honorificos y protoco-
larios, la primera especialidad significativa de régimen de Madrid no es peculiar de
ésta en tanto que capital politica del Estado, sino compartida con Barcelona (asi
como otras aglomeraciones urbanas importantes: Bilbao y Valencia), en cuanto ba-
sada en el hecho urbanistico de ]a gran ciudad y sus problemas especificos inherentes.
Esta primera y basica especialidad se traduce en una respuesta institucional al fend-
meno metropolitano.

b) EI problema metropolitano aparece abordado y resuelto exclusivamente des-
de la perspectiva técnico-urbanistica, sin avance sustancial alguno en orden a la unidad
del gobierno local.

¢) Se da, consecuentemente, una importante desvinculacién entre la planifi-
cacién y la gestion urbanisticas y la politica general local.

d) La solucién metropolitana arbitrada es abiertamente cstatalizante o cuenta
al menos con gran presencia del nivel central de gobierno.

e) Como légica consecuencia, se preduce un déficit de eficacia, toda vez que
los nuevos organismos metropolitanos no suponen ni el desplazamiento de los posibles
érganos urbanisticos ad hoc para la planificacién, ni —sobre todo— la sustitucién
de las instancias de gobierno local tradicional.

f) La solucién adoptada, pues, ni impide los roces y las superposiciones entre
unas y otras organizacioes, ni resulta en todo caso idénea para conseguir una verda-
dera coordinacién entre el Estado (Gobierno Central) y los Municipios.

3. Se llega, asi, a la tercera y iiltima de las etapas histéricas que me interesa
destacar y con la cual se entra ya en las soluciones actuales. Se abre esta etapa con
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la significativa innovacién que, en la fasc final del régimen de Franco, supuso el
Decreto-Ley del 24 de agosto de 1974, por el que se cred la Corporacién Metropoli-
tana de Barcelona. La innovacién consiste en que esta norma rompe con la férmula
establecida (organismo auténomo del Estado) y crea por primera vez en la historia
espafiola una entidad local, exclusivamente local, de gobierno de un Area Metropoli-
tana. La Corporacién Metropolitana, es, en efecto, una entidad local integrada por
veintisiete Municipios, a la que se atribuyen competencias para el planteamiento ur-
banistico integral del irea y también para la gestién, en comiin, de los siguientes ser-
vicios y equipamientos:

El ciclo hidraulico completo.

Los residuos sélidos urbanos.

El transporte puiblico de viajeros, y

Todo lo relacionado con el medio ambiente.

Se organiza en un Consejo Metropolitano (integrado por representantes de los
Municipios y la Diputacién Provincial de Barcelona; ninguna representacidn, por
tanto, del Gobierno Central), una Comisién Administrativa (elegida por el Consejo
Metropolitano) y un Presidente (designado, de entre ellos, por los Alcaldes de los
Municipios del Area Metropolitana), El aparato burocritico de la corporacién apa-
rece encabezado por un Gerente, una serie de Directores de Servicios y los funcio-
narios superiores tipicos locales: ¢l Secretario y el Interventor.

Queda claro, asf, que este Decreto-Ley del afio 1974 tiene ya un decidido pro-
posito de otorgar al Area Metropolitana un gobierno local propic. En todo caso, su
Exposicion de Motivos es explicita en este sentido.

Se alcanza de esta forma un estado de maduracién por lo que hace a las res-
puestas instiucionales al problema de la gran aglomeracién urbana; aparecen decan-
tadas, en efecto, dos formulas: el organismo auténomo estatal y la entidad local es-
pecifica. Y justamente el mismo dia en que muere Franco, el dia 19 de noviembre
de 1975, se aprueba una Ley de Bases del Estatuto de Régimen Local, en la que se
generaliza la férmula de la entidad metropolitana de Barcelona. Esta Ley de Bascs,
sin embargo, no llegé a adquirir vigencia en esta materia, porque, habiéndose apro-
bado, cemo he dicho, ¢l mismo dia en que fallecié Franco, compartié la suerte del
régimen de éste, no produciéndose, en lo fundamental, su articulacién y siendo de-
rogado en 1978,

La situacién actual arranca, pues y como se deduce de lo dicho, de la transicién
politica y de la Constitucién del afio 1978.

Todos los niveles territoriales o infranacionales de gobierno gozan —segin la
Constitucién— de autonomia. Por lo tanto, en su actuacién, en el ejercicio de sus com-
petencias propias, respectivas, no estin sujetos a controles, instrucciones, directrices
o cualquier otra determinacién mis o menos vinculante de los respectivos poderes
superiores, y en especial, del poder central. Cada uno de ellos gestiona los intercses
que le estin confiados auténomamente, es decir, bajo la propia responsabilidad.

El texto fundamental no contempla expresa y especificamente las Areas Metro-
politanas como instancia de gobicrno, habla sélo por lo que hace al dltimo escalén
territorial de la organizacién del Estado de Municipios y de Provincias. Sin embargo,
de lo dispuesto en sus articulos 141.3 y 152.3 se deduce que las Comunidades Au-
ténomas pueden crear, mediante agrupacion de Municipios, entidades distintas de las
Provincias. Este es el fundamento dltimo constitucional con que cuenta la institucio-
nalizacion de las Arcas Mctropolitanas actualmente.

Dec esta previsién constitucional resulta que:

a} Cualquier regulacién por la que se establezcan Areas Metropolitanas (como
organizaciones de gobierno de las mismas) debe enmarcar éstas en la administracién
local.
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b) Dicha regulacion debe resolver necesariamente la incidencia de la nueva
organizacién -metropolitana sobre las instancias territoriales (Municipios, Provincias)
preexistentes, sin que en ningiin caso dicha incidencia pueda suponer la supresién
de estas tltimas o una indebida lesién, por vaciamiento, de su autonomia. Conforme
ha establecido el Tribunal Constitucional, la determinacién del espacio competencial
de un nuevo ente ha de hacerse de forma tal que con ella no se vacie por completo
el dmbito competencia ni del ente o de la instancia territorial que quede por debajo
del mismo, ni del que quede por encima de él, porque, de no ser asi, se lesionaria la
autonomia de estos Ultimos. Por tanto, si ¢l Area Mectropolitana se construye, como
parece lo normal, como una institucién intermedia entre la Provincia y el Municipio,
las competencias que se le asignen no pueden derivar en una sustraccidén de todas
las atribuidas a la Diputacién o al Ayuntamiento.

c) En la medida en que las Arcas Metropolitanas deben ser construidas como
entes de la administracién local, les alcanza el principio de autonomia (queda, asi,
desterrada la férmula historica del organismo auténomo estatal).

De conformidad con la regulacién constitucional, los Estatutos de Autonomia de
un amplio nimero de Comunidades Auténomas contemplan cxpresamente la figura
del Arca Metropolitana y la emplazan en el espacio institucional propio del gobierno
local. Asi, por ejemplo, el Estatuto de Catalufia autoriza la creacién de agrupaciones
basadas en hechos urbanisticos y metropolitanos; el Estatuto de Murcia establece la
posibilidad de la creacién de Areas Metropolitanas para la coordinacién y gestién de
los servicios publicos; el Estatuto de Valencia dispone la regulacién por Ley de las
Areas Metropolitanas y las Agrupaciones de Comarcas, y el Estatuto de Asturias
reitera la autorizacién de la creacién de Areas Metropolitanas.

Mias alld de las previsiones formales constitucionales o estatutarias, jcémo ha
evolucionado el problema desde 1978?

La recuperacién del sistema democrético, al aparecer ligada o vinculada a la arti-
culacién descentralizada del Estade constitucional (por rechazo al régimen autocra-
tico anterior, que era, ademds, centralizado), supuso —como reaccién logica al menos
en un primer momento— una enfatizacién de la autonomia local, si se quiere, incluso
una sobrevaloracién, un exceso de afirmacién de la autonomfa local en Ia vida poli-
tica espafiola. Los Municipios afirman, ejercitan y reivindican su autonomia, lo que
les lleva, siquiera en los primeros afios de la democracia, a pretender no la recon-
versién de las Areas Metropolitanas existentes, sino mds bien su desaparicién, con
devolucién de sus poderes y competencias (que se entendia mermaban la plenitud
de la autonomia municipal) y los Municipios integrados en las mismas. Es decir, se
produce una tendencia politica a municipalizar las organizaciones metropolitanas.

Asi, por ejemplo. la Comisién de Planeamiento v Coordinacién del Area Metro-
politana de Madrid (COPLACO) empieza a tener dificultades, tras las primeras elec-
ciones locales, con los Municipios que la-integraban. los Municipios fermaron una
plataforma independiente, a la que denominaron instancia de coordinacién intermu-
nicipal, que se enfrentd a dicha Comisién, desafiando abiertamente sus decisiones.
La consecuencia no es otra que la tcmprana reforma (por Real Decreto 1.476/1979,
del 1° de junio) del Reglamento de la Comisién, dirigida al cambio de su composi-
¢ién, haciendo paritaria la tepresentacién de la Administracién del Estado y de las
entidades municipales.

Pero ademds, inmediatamente, por Decreto-Ley 1/1980, del 26 de septiembre,
se suprime la posibilidad de una planificacién metropolitana total: los Municipios
recuperan la plenitud de su potestad de planificacién urbanistica propia, restando
en la COPLACO dnicamente la facultad de dictar unas directrices de ordenacién
Lerritorial metropolitana (directrices, sobre ello, que, segin la modificacién del Re-
glamento de Funcionamiento de la Comisidén, requieren para su aprobacién el voto
favorable de las dos terceras partes de los representantes locales).
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Queda, asi, en entredicho la organizacién del Area Metropolitana de Madrid, que
dcsaparece cuando se constituye la Comunidad Autdnoema de Madrid (en el afio 1983)
y el Estado le transfiere las competencias sobre la COPLACO. A partir de ese mo-
mento, y por tanto, en la actualidad no existe un gobierno metropolitano especifico:
las competencias para tratar y resolver los problemas de la gran urbe madrilefia se
encuentran repartidas entre la Comunidad Auténoma, de un lado, y los Municipios,
de otro.

- De esta suerte, la tnica solucién metropolitana existente hoy en Madrid (a la
que luego haremos alusién de manera muy breve) es el llamado Consorcio de Trans-
portes, que, en virtud de un acuerdo bdsicamente entre la Comunidad Auténoma y
los Municipios, gestiona unitariamente los transportes de superficie, por ferrocarril y
por metro, a los efectos de su funcionamiento coordinado.

El segundo acontecimiento que, en este orden de cosas, debe resaltarse es el de
la paralela medificacién del régimen de la Corporacién Metropolitana de Barcelona.
También aqui la organizacién del drea metropolitana resulta cuestionada, modificin-
dose, por Real Decreto 1.495/1979, del 16 de junio, los érganos de gobierno de la
Corporacién Metropolitana. Se enfatiza el caricter de ente local de dicha corpora-
cién, para su regimiento y gobierno por una verdadera corporacién local de segundo
grado, determindndose que ¢l Consejo Metropolitano esté integrado por representantes
del Ayuntamiento de Barcelona, los Municipios de mas de cien mil habitantes y de
la Diputacién Provincial (representantes, que han de ser elegidos por las propias en-
tidades representadas), asi como también de los veintidn Municipios de menos de cien
mil habitantes asimismo comprendidos en el 4rea metropolitana, a través —estos
Gltimos— de un sistema especifico de designacién de represcntantes.

En scgundo término, junto a este plantcamiento de puesta cn cuestion y modi-
ficacion de la estructura y cl funcionamiento de las organizaciones metropolitanas
aparece una clara tendencia a ]a supresién sin mas de dichas organizaciones. Asi pro-
cede la Comunidad Auténoma Vasca, que por Ley 3/1980, del 18 de diciembre (del
Parlamento Vasco) suprimié efectivamente la Corporacién Metropolitana del Gran
Bilbao. A partir de esta Ley, los Municipios comprendidos en el Area Metropolitana
recuperaron la plenitud de sus competencias urbanisticas, reservdndose el gobicrno
de la Comunidad Auténoma tdnicamente la planificacion territorial metropolitana.

El rechazo. municipal que afecté asimismo en el dmbito del Gran Valencia a la
férmula mectropolitana establecida, no condujo inmediatamente cn este caso, sin em-
bargo., a su supresién. Los efectos de dicho rechazo sdlo se materializaron en trans-
formaciones efectivas tras la regulacién general o nacional, por la Ley estatal 7/1985,
del 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, de las Areas Metropolitanas;
regulacién esta que, aunque principal, constituye el actual marco béasico de referen-
cia y obligatoria observancia de cualesquiera -soluciones organizativas de dicho fend-
meno metropolitano.

En el afio 1985 se preduce, en efecto, el desarrollo de la Constitucién en materia
de régimen local, dictindose por cl Estado la aludida Ley Reguladora de las Bases
del Régimen Local (Ley 7/1985, del 2 dc abril), que establece la ordenacién co-
min o unitaria del gobierno local. Se trata de un texto legal formulado de acuerdo
con el sistema constitucional de reparto de competencias legislativas entre el poder
central o nacicnal y las Comunidades Auténomas, y por tanto, de una ley que sola-
mente contiene la regulacién de los aspectos precisados de una ordenacién uniforme
en todo cl territorio nacienal, a partir y respetando la cual cada comunidad Auténoma
puede disefiar y establecer, mediante leyes propias, su especifica opcién de régimen o
gobierno local.

La contemplacién por esta ley estatal de las Areas Metropolitanas como un hecho
capaz de scrvir de soporte a un nivel especifico de gobierno local, supone —y es lo
primero que aqui debe destacarse de la misma— la institucionalizacién del mismo
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en el seno del régimen local, y por tanto, la definitiva superacién de su doble e inde-
pendiente tratamicnto legal (urbanistico y local).

La adecuada comprensidn de la regulacién especifica de las Areas Metropolitanas
requiere una somera alusién a las lineas fundamentales de la organizacién del gobierno
local que implanta la ley. Esta dispone todo un elenco o abanico de entes u organi-
zaciones personificadas para dicho gobierno, distinguicndo entre aquellos cntes que
considera indispensables o necesarios (su existencia es ineludible en todo cl territorio
nacional, por vertebrar el espacio propio del gobicrno local) y los no necesarios o
simplemente posibles (cuya implantacion y existencia efectivas dependen de la deci-
sion legislativa de las correspondientes Comunidades Auténomas).

Los entes locales nccesarios, son:

El Municipio (cuyos érgancs bésicos son el Ayuntamiento y el Alcalde).

La Provincia (cuyos érganos basicos son la Diputacidén y cl Presidente).

Y Ia Isla (que sustituye, en los territorios insulares, a la Provincia, y cuyos &r-
ganos basicos son el Cabildo —en Canarias— o Consejo —en Baleares— y el
Presidente).

Junto estas entidades locales, que —insistc— son nccesarias, pueden existir: las
entidades de dmbito territorial inferior al municipal, que en Espafta son muy frecuen-
tes para institucionalizar y dotar de un instrumento de autoadministracién a los ni-
cleos de poblacién separados del central o principal de un mismo Municipio; y las
Comarcas, que son entidades intermedias entre ¢l Municipio y la Provincia; las Areas
Metropolitanas, y las Mancomunidades de Municipios, que son entidades intermuni-
cipales basadas en la asociacién voluntaria de dos o méds Municipios.

Unas y otras entidades (las necesarias y las que no lo son) reciben una confi-
guracién juridica distinta. La ley considera las entidades nccesarias (Municipio, Pro-
vincia ¢ Isla) corporaciones territoriales, es decir, con fines univcrsales, dotandolas
dircctamente, por ello, de todas las potestades propias de la Administracién Piblica 2.

Las entidades locales no necesarias, por contra, no resultan bencficiarias, direc-
tamente desde la ley estatal, de dichas potestades. La atribucién o no (cn todo o en
parte) de éstas a las mismas se entrega a la decisién libre del legislador de todas y
cada una de las Comunidades Auténomas.

Desde las breves precisiones sobre el régimen legal general del gobierno local
asi hechas, se hace mas inteligible la regulacién —parca y principal— que ¢l mismo
dedica a las Areas Metropolitanas. El Articulo 43 de la Ley Estatal que venimos co-
mentando se refiere a dichas 4reas cn un plano, como acabo de sefialar, muy prin-
cipal (lo que es 1égico, dado que el Area Metropolitana es un nivel de gobierno local
en la disposicién de las Comunidades Autdénomas, a las que coresponde decidir su
creacién y su regulacién concreta). El precepto legal habilita a las Comunidades Au-
tonomas, para, oyendo previamente a la Administracién del Estado y fos Ayuntamien-
tos y Diputaciones afectados, crear, modificar y suprimir, mediante ley, Areas Metro-
politanas, de acuerdo —en todo caso— con lo dispuesto en sus respectivos Estatutos
de Autonomia; Areas Metropolitanas, que deben integrarse por Municipios.

-2. Conforme al articulo 4 de la ley 7/1985, de 2 de abril, citada en el texto, tales potestades son
las siguientes:

Las potestades reglamentaria y de autorganizacién.

Las potestades tributaria y financiera.

La potestad de programacién y planificacién.

Las potestades expropiatoria ¥ de investigacién, deslinde y recuperacién de oficio de sus bienes.
La presuncién de legitimidad y ejecutividad-de sus actos.

T.as potestades de ejecucién forzosa y sancionadora.

La potestad de revisién de oficio de sus actos y acuerdos.

La inembargabilidad de sus bienes y derechos.
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Resulta asi la primera nota caracterizadora, hoy, de las Areas Metropolitanas:
son entidades municipales de segundo grado. El precepto legal comentado afiade, ade-
mas, que estas entidades asi constituidas agrupan Municipios de grandes aglomeracio-
nes urbanas, entre cuyos nucleos de poblacién existan vinculaciones econémicas y so-
ciales, que hagan necesaria la planificacién conjunta y la coordinacion de determi-
nados servicios y obras.

Por lo tanto jqué entiende la ley espafiola por Entidad Metropolitana? Pues aque-
lla que instiucionaliza un nivel de gobierno local que descansa en el hecho determi-
nante de la generacion por una aglomeracién urbana de una nueva entidad socio-
econdmica, constituida por la interrelacion existente entre varios nicleos urbanos.

(Y para qué se crea esa entidad local? Tiene como contenido minimo necesario
. la planificacién fisica territorial conjunta, la gestién unitaria de los servicios metro-
politanos y la realizacién de las obras también comunes.

La regulacion bisica estatal condiciona también las opciones de las Comunidades
Auténomas en orden a la organizacién de las entidades metropolitanas, asi como a
su funcionamiento y a la distribucién, entre los Municipios, de los costos de la pla-
nificacién y de los servicios comunes.

A este respecto, el namero 3 del Articulo 43 de la Ley, al quc venimos aludien-
do, dispone, en primer término, que:

La legislacion de la Comunidad Auténoma determinard los drganos de gobierno
y administracidn; en los que estardn representados todos los Municipios integrados
en el drea. ..

Esta determinacidn ha dado lugar a un debate acerca de si exige que la repre-
sentacion de los Municipios —en ¢l seno del Area Metropolitana— sea igual o per-
mite, por el contrario, que dicha representacién sea diferente o desigual, concreta-
mente proporcional al niimero de habitantes. La opinién més generalizada se inclina
por esta dltima solucion. Es, en todo caso, la que se ha impuesto en la préctica, como
veremos al aludir brevemente a las entidades de dmbito o cardcter metropolitano que
cfectivamente se han creado.

En segundo lugar, el mismo precepto legal afiade, en cuanto al régimen econémico
y de funcionamiento de las Areas Mectropolitanas a regular por las Leyes de las Co
munidades Auténomas:

Que garantizard la participacién de todos los Municipios en la toma de decisiones
y una justa distribucidn de las cargas entre ellos.

Consecuentemente, cualesquiera que sean los términos concretos de la regula-
cién legal, ésta deberd garantizar:

La posibilidad de la participacién de todos y cada uno de los Municipios inte-
grados en la toma de las decisiones metropolitanas.

La justa distribucién entre dichos Municipios de las cargas derivadas del hecho
metropolitano.

Por ultimo, y siempre segin el Articulo 43 de la Ley estatal Reguladora de las
Bases del Régimen Local, las Leyes de las Comunidades Auténomas han de determi-
nar también los servicios y las obras de prestacién o realizacién metropolitanas, y el
procedimiento para su ejecucion.

Como se ha podido comprobar, el marco prescrito por la legislacion cstatal es
muy somero, estrictamente principial. Sobre la base y en ¢l marco del mismo, sin em-
bargo, varias Comunidades Auténomas han establecido ya organizaciones metropo-
litanas.

Asi, en primer lugar, la Comunidad Auténoma valenciana, que tras un intznto
fallido de reforma de la Corporacidn del Gran Valencia, encontré una solucidén de
compromiso entre los intercses de los Municipios del Arca Mctropolitana y la Cor-
poracién Metropelitana; solucién, articulada por una ley del afio 1986 y consistente en
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la supresién de la referida Corporacién Metropolitana, del Gran Valencia, con simul-
tinea creacién de una nueva entidad, el llamado Consejo Metropolitano de L'Horta 8,

La segunda gran experiencia actual espafiola que debe mencionarse es la de Ca-
talufia. La Comunidad Auténoma Catalana, en efecto, ha aprobado, en el afio 1987,
un paquete legislativo formado por cuatro leyes, de las cuales interesan aqui vnica- -
mente la Ley de Régimen Local del 13 de febrero, que desarrolla 1a Ley Basica Estatal,
y la Ley de la Conurbacién de Barcclona, del 4 de abril, en cuanto resultan muy
ilustrativas acerca de hasta qué punto las Areas Metropolitanas estdn en el foco ds
las tensiones politicas (en razén a que, como consecuencia y en el contexto de la
reorganizacién territorial del poder piblico administrativo provocada por la opcién
descentralizadora de Ia Constitucién de 1978, a las instancias autonémicas o supra-
locales no les es en absoluto indiferente si existen o no Areas Metropolitanas consti-
tutivas de un verdadero gobierno local de las correspondientes grandes aglomeracio-
nes urbanas).

Barcelona (la aglomeracién urbana), en efecto, estructura y vertebra a Catalufia
entera e irradia su influencia m4s alld de los limites de la Comunidad Auténoma (en
ella se concentra casi el cincuenta por ciento de la poblacién de ésta). El peso poli-
tico especifico del gobierno de tal aglomeracién, es pues, decisivo en el conjunto del
gobierno auténomo cataldn. Basta tener en cuenta que mientras globalmente en Ca-
talufia es mayoritaria una fucrza politica conservadora y nacionalista, en Barcelona
y los municipios mas importantes de su drea lo es la izquierda no nacionalista.

Entonces, ;qué es lo gue ha sucedido en Catalufia? Las lcyes catalanas antes men-
tionadas han suprimido la Corporacién Metropolitana, el gobierno unitario metropo-
litano (lectura politica plausible: eliminacidn de la instancia local que, por sus ca-
racteristicas y entidad, podia fungir como contrapoder al gobiernc autondmico).

La discusién en torne a !a organizacidn de las Areas Metropolitanas no es, pues,
s6lo de caracter técnico, es también un debate sobre la distribucion del poder, porque,
evidentemente, el sentido del voto popular no es igual en las grandes aglomeraciones
urbanas que en las pequefias ciudades, y desde luego, en los dmbitos rurales. Justa-
mente por ello, otra de las leyes catalanas del paquete legislativo antes mencionado
—la Ley sobre Comarcas— ha diseccionado ¢l drea metropolitana barcelonesa ¢ in-
cluido las zonas resultantes en las correspondientes comarcas, de suerte que en éstas
lo urbano aparece contrapesado con lo rural.

La Ley de la Conurbacién de Barcelona (del 4 de abril de 1987), al propio tiem-
po que suprime la Corporacién Metropolitana, crea tres nuevos dmbitos territoriales
parcialmente coincidentes: uno primero, el mds amplio, comprende cinco de las co-
marcas antes aludidas (coincidiende con el dmbito de la suprimida Corporacién) y
tiene una pura finalidad de planificacién; otro comprensivo de treinta y dos munici-
pios, delimitado en funcién de los servicios hidriulicos y de tratamento de residuos;
y un tercero, que incluye dicciocho municipios, pensado en funcién de los transportes

3. Este Consejo agrupa a cuarenta y cuatro Municipios, con una poblacién de casi un milién de
habitantes. Sus competencias son: :

1.a planificacién territorial conjunta.

La gesti6n supramunicipal del ciclo hidriulico, de los resicduos sélidos, del urbanismo, de los
servicios contra incendios v de los servicios de transporte de viajeros.

Se le han atribuido todas las potestades tipicas de las administraciones territoriales, y entre ellas,
ia potestad tribularia, Ia potestad financiera, la potestad reglamentaria, la potestad de auto-
organizacién y la potestad de ejecucién de sus propios actos.

Sus érganos son:

El Pieno, que estd integrado por los representantes de todos los Municipios. Aunque hay igual-
dad de representacién de los Municipios, no todos los representantes ticnen el mismo voto
(principio de ponderacién del voto). Los Municipios de hasta mil habitantes, es decir los Muni-
cipios pequeilos, cuentan con un voto. Desde esta minime va creciendo el nimero de votos
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piblicos. La Comunidad Auténoma se reserva la competencia para la planificacién
territorial o urbanistica metropolitana en el primer dmbito, asi como para la planifi-
cacién de los servicios a que responde el segundo. Para la gestién respectiva de los
servicios puablicos corrcspondientes (la administracidon del agua y el tratamicnto de
los residuos urbanos, en un caso; los transportes publicos, en el otro) se crean sendas
entidades metropolitanas con los diferentes dmbitos territoriales a que acabo de hacer
alusién, de modo que el anterior gobierno metropolitano queda escindido en dos, que
ni abarcan la totalidad del 4rea metropolitana, ni coinciden en su dmbito territorial,
ni tampoco tienen caricter territorial y si @nicamente funcional limitado, tanto en su
contenido (una instancia para el ciclo hidriulico y los residuos urbanos y otra para
el transporte), como en su alcance (circunscritos a la pura gestién, pues la planifi-
cacién y la coordinacién corren a cargo del Gobierno de la Comunidad). Las dos
nuevas entidades metropolitanas funcionales se gobiernan de In misma forma: por
un Consejo Metropolitane, cuyo Pleno estd integrado por representantes elegidos por
los municipios (la razén de once para el Municipio de Barcelona, tres para los mu-
nicipios de mds de cien mil habitantes y uno para el resto de los municipios).

Finalmente, debe aludirse al caso de la Comunidad Auténoma de Madrid, quc
es aqui el que primariamente interesa. Como antes ya sefialé, ha desaparccido la
COPLACO, de suertec gue no existe ya instancia de gobierno metropolitano. En este
nivel sélo ha surgido ¢l llamado Consorcio de Transporte, cuya denominacion ilustra
bien sobre su condicién monofuncional y que tesponde a un convenio entre adminis-
traciones piiblicas para la prestacién del servicio de transporte piblico en toda el 4rea
metropolitana.

No existe, pues, en Madrid una verdadera organizacién metropolitana. Por ello
las competencias de planificacion territorial y urbanistica del conjunto del drea me-
tropolitana y de gestién de los asuntos supramunicipales las cjerce la Comunidad
Auténoma.

II. LA SEGUNDA Y ESPECIFICA MANIFESTACION
DE LA ESPECIALIDAD: LAS SINGULARIDADES EN EL REGIMEN
DE GOBIERNC LOCAL DEL MUNICIPIO CAPITAL

1. La primera Ley Especial para Madrid, aitn vigente

Como se ve, tampoco este paso hacia un régimen de gobierno local especial
pios dc la década de los afios sesenta se aborda también el problema del gobierno
municipal. Lo hace posible, no obstante la uniformidad del régimen local espafiol, la
autorizacién introducida por la Ley del 7 de noviembre de 1957 en el Articulo 94
de la Ley de Régimen Local de 1955 (relativo al “régimen espccial de Carta”) para
la aprobacién por el Gobierno, con el cardcter de ley y previos los correspondientes
estudios realizados con participacion de los municipios afectados y el dictamen del
Consejo de Estado, de un régimen especial orginico y econémico para Madrid y
Barcelona, asi como para ofras ciudades cuyo mimero de habitantes e importancia
de sus problemas municipales también lo aconsejara.

“ atribuidos, en funcién de la poblacién, hasta llegar a los Municipios de mds de cien mil ha-
bitantes, a los que se asigna doscientos sesenta y cuatro votos.

La Hacienda del Consejo se integra con aporiaciones de los Municipios; aportaciones que se
ponderan teniendo en cuenta la poblaciébn y unos coeficientes correctores (en funcién del es-
fuerzo fiscal de cada Municipio) fijados por ¢l Pleno.

El ordenamiento especifico del Consejo se completa con la previsiéon de un Reglamento regu-
lador del funcionamiento de la entidad.
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Como se ve, tampoco este paso hacia un régimen de gobierno local especial
descansa en el dato de la capitalidad. Se refiere tanto a Madrid, como desde luego a
Barcelona y también a otros municipios en tanto que ciudades de cierta entidad. Quie-
re decirse que cbedece primariamente, y asi se dice explicitamente, al hecho de que
Madrid es una gran ciudad; hecho, que determina —en Madrid, pero no sélo en
ella— problemas requirentes de peculiaridades en ¢l sistema de gobierno municipal.
Mais adn, el paso que se da —ligado, como queda dicho, al fendmeno urbano (re-
cuérdese que, pricticamente de forma coetdnea y por lo que hace a Madrid, se pro-
duce la institucionalizacion de la Comisién de Planeamiento del Area Metropolitana)—
ni siquiera porta ambicién alguna de resclver la distancia surgida entre la cntidad
socioeconémica urbana y la estructura politica de gobierno local, pues se limita a
incidir en la organizacién y el funcionamiento del gobierno y la administracion del
municipio nuclear o central de aquella entidad.

Se hace uso por primera vez de la expresada autorizacién legal, no para Madrid
sino justamente para Barcelona, aprobandose por Deereto 1.160/1960, del 15 de junio,
el Texto Articulado de la Ley Especial para el Municipio de Barcelona (que no la
aglomeracién metropolitana del mismo nombre, mucho mas extensa). Las especiali-
dades que introduce se concentran en:

a) La organizacién del gobierno municipal, que se articula sobre o6rganos cen-
trales 0 con competencia en todo el territorio municipal (el Alcalde, los Tenientes de
Alcalde, el Consejo Pleno y la Comision Municipal Ejecutiva) y 6rganos desconcen-
trados con competencia territorialmente limitada (las Juntas de Distrito).

b) La organizacién de la administracién municipal (departamentalizacion, me-
diante la creacion de Delegados de Servicios, de libre nombramiento y remocién por
el Alcalde, jefes de las correspondientes divisiones funcionales de la Administracién
Municipal; potenciacién de la coordinacion de ésta mediante técnicas orgdnicas —crea-
cién del Gabinete Técnico de Programacién de la Alcaldia— y funcionales —previ-
sién de una planificacién global de la actuacién municipal—) y la actividad adminis-
trativa (establecimiento de determinadas peculiaridades en materia de servicios publi-
cos, obras, contratacién y urbanizacién).

c¢) El sistema econémico-financiero, ¢n el doblec orden de la Hacienda (estable-
cimiento de¢ un esquema impositivo, y por tanto, de recursos peculiar) y de la gestién
recaudatoria y presupuestaria. La importancia de este aspecto en el régimen especial
luce en la dedicacién a él del entero Titulo III de la Ley, habiendo sido inmediata-
mente objeto de desarrollo por el Reglamento aprobado por Decreto 2.086/1961, del
9 de noviembre.

Por lo quc hace al Municipio de Madrid, el establecimiento de un régimen mu-
nicipal especial se hace esperar hasta la publicacién del Texto Articulado aprobado
por Decrete 1.674/1963, del 11 de julio, que, en lo sustancial, responde al esquema
y al contenido del régimen previamente otorgado al Municipio de Barcelona.

La capitalidad da lugar, en este régimen especial, exclusivamente al reconoci-
miento al Municipio de Madrid de determinadas prerrogativas, y en concreto, las si-
guientes (Art. 2 de la Ley):

—Preeminencia honorifica respecto de los demas Municipios.

—Inclusién en la manteladura del escudo municipal (como distintivo de la ca-
pitalidad) de la corona del escudo nacional.

-—Reserva del ejercicio de la tutela sobre la accidn municipal a los érganos cen-
trales de la Administracién del Estado.

Con caracter general, debe destacarse la presencia ya aqui, todavia de forma in-
cipiente y timida, de elementos que luego —en la actualidad— van a adquirir una
importancia central: la descentralizacion en el municipio de competencias estatales
(recuérdese que, en la época, sélo existen las instancias territoriales estatal-central y
local) y la coordinacién de las actividades y los servicios municipales con los de la



ESTUDIOS 47

Administracién del Estado, de un lado, y con los de los Municipios colindantes (que
no son otros que los de la aglomeracién urbana o 4rea metropolitana), de otro. Con-
forme al Articulo 3 de la Ley, en cfecto:

1. La Administracién Municipal debe transformarse paulatinamente en Ia pres-
tadora, en su jurisdiccion, de todos los servicios piblicos, con la tnica excepcion de
aquellos que estén atribuidos por Leyes Especiales a la del Estado. Al servicio de
este objctivo se colocan, sobre la base de la prohibicién de la duplicidad de servicios
(estatales y municipales) de la misma indole, dos mecanismos:

—La determinacién por el Gobierno, previa audiencia del Consejo de Estado,
de los Organismos o Servicios que deban ser atendidos directamente por el Ayunta-
miento de Madrid con el traspaso de la dotacién correspondiente.

—El derccho municipal preferente (sobre cualquier posible concesionario) a la
prestacién, en el término de Madrid, de los servicios de titularidad estatal a gestionar
de forma indirecta, es decir, mediante concesién a particulares o entidades (a cuyo
efecto se otorga al municipio la posibilidad de presentar, en el plazo de sesenta dias
y en cada caso, un proyecto en competencia con los que hubieran presentado los
interesados en la adjudicacién del servicio correspondiente).

2. La actuacién de las administraciones municipales (de Madrid) y las del Es-
tado y de los Municipios colindantes debe desarrollarse de forma coordinada, a cuyo
efecto el Gobierno debe

—dcterminar (previa audiencia del Consejo de Estado) los servicios estatales
afectados y crear una Comisién de coordinacién;

—autorizar los convenios de cooperacidn que en materia de obras y servicios de
cualificado interés general cclebre ¢t Municipio de Madrid con los distintos Depar-
tamentos ministeriales; y

—declimitar la zona (del area metropolitana) dentro de la cual los correspon-
dientes Ayuntamientos deben actuar coordinadamente con el de Madrid para la mejor
administracién y financiacién de los servicios ¢ interescs comunes.

Cualquiera que sea el juicio que tedricamente pudieran merecer las presentes de-
terminaciones, lo cierto ¢s que, en la prictica, han tenido escasisima, por no decir
nula, aplicacién.

Por lo demas y tal como ya he avanzado, el contenido del régimen especial res-
ponde, en lo fundamental, al modelo anticipado para el caso de Barcelona, de suerte
que las modulaciones que introduce respecto del régimen local general pueden sinte-
tizarse asi:

a) La organizacién del gobierno municipal se encomienda al Alcalde, los Te-
nientes de Alcalde, ¢l Ayuntamiento Pleno y la Comisién Mnuicipal de Go-
bierno, como 6rganos centrales con competencia en todo el término municipal,
y a las Juntas Municipales de Distrito, como érganos desconcentrados con com-
petencia limitada a una parte de dicho término, cabalmente el correspondiente
Distrito. :

Esta es la parte del régimen especial que, en la realidad, ha tenido, hasta hoy
mismo, verdadera aplicacién.

b) " La Administracién Municipal se potencia, mediante su posible departamen-
talizacién funcional por “ramos” con un gestor a su frente (Delegado de Servi-
cio, de libre nombramicnto y remocién por el Alcalde) y la expresa autorizacién
para la creacién de entidades auténomas para la gestién funcionalmente descen-
tralizada de servicios y actividades.

No obstante su novedad y potencialidad, la figura de los Delegados de Servicios
no ha llegado a ser objeto de una decidida utilizacidén, probablemente por la
tradicién de directa administracién por electos que es propia del mundo local.
c) La planificacién de la actuacion municipal en su conjunto adquiere una
importancia destacada. Se establece el llamado “plan general de accidén munici-
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pal”, conforme al cual debe desarrollarse la totalidad de la actividad municipal,
constituido —formando “un sistema unitario coherente y total”’— cuando me-
nos por las siguicntes secciones: “plan de objetivos municipales”, para la fija-
cién de los correspondientes a cada sector de la accién municipal, los niveles
que deben alcanzar periédicamente los distintos servicios y el estudio y la iden-
tificacién de los principales factores con incidencia en el coste de éstos; “plan
de obras y servicios”, para la determinacion de los que sea menester establecer,
ampliar o renovar a fin de alcanzar los objetivos a que antes se ha hecho alusién
en cada ramo de la Administracién, con su evaluacién cuantitativa aproximada;
y “plan financiero”, para —sobre la base de la adecuacién y el cquilibrio de
medios y fines— la prevision de los gastos a afrontar y los recursos econémi-
cos necesarios, por via de ingresos ordinarios, fondos de reserva o cmpréstitos.

El plan asi establecido sirve para la coordinacién de la accién municipal con la
estatal (a través de los planes y programas de los Departamentos ministeriales
o del Gobierno de la Nacién), pero también para encuadrar y dirigir intcrna-
mente aquella accién municipal, que ha de concretarse y actualizarse en progra-
mas de actuacién sexenales —formulados por el Alcalde y aprobados por el
Ayuntamicnto Pleno— comprensivos de las previsiones anuales (debidamente
revisadas) para ¢l desarrollo ordenado de las obras, los servicios y la Hacienda
Municipales, debiendo fijar —para las obras y los servicios— el orden relativo
de preterencia, con el fin de concentrar en ellos, sucesiva y prelativamente, la
accion municipal, salvo necesidades urgentes o imprevistas, A estc efecto, tanto
la actividad de los distintos organos de! Ayuntamiento, como el presupuesto mu-
nicipal, deben acomodarse al programa de actuacién en cada momento vigente,
La creacién, bajo la inmediata dependencia del Alcalde, de un Gabincte Téc-
nico de Organizacién y Métodos (asi como, en conexién con él, de una Oficina
de Informacién, Iniciativas y Reclamaciones), concebido como 6rgano de estu-
dios y asesoramicnto estd, obviamente, intimamente relacionada con las anterio-
res previsiones.

La ambicién misma de éstas y la propia evolucién ulterior determinante de una
crisis de confianza en la pianificacion global y a largo plazo como técnica idénea
de gestidn estin sin duda entre las causas de que el “sistema” complejo y tra-
bado de planiticacién-programacién articulado por la ley comentada haya que-
dado practicamente inédito. De todas formas, no puede dejar de observarse que
en tal sistema afloran ya ideas y técnicas de gestion (actuacién por objetivos,
cvaluacién periddica de los servicios por relacién a los objetivos y en términos
de eficacia y eficiencia) que en la actualidad constituyen el fundamento de los
planes de modernizacién de la entera Administracién Piblica en Espafia.

d) En wmateria de personal se contempla expresamente la posibilidad del dic-
tado (bajo la forma de Decretos aprobados en Consejo de Ministros) de normas
excepcionadoras de la reglamentacion general, cuando asi lo justifiquen las pe-
culiaridades del régimen municipal especial,

e) Por lo que hace a los servicios, ademds de la introduccién de peculiaridades
sobre el régimen local general, sc otorga al Ayuntamicnto de Madrid el derecho
a ser ofdo antes de cualquier modificacion de las condiciones de prestacién de
los servicios que sean objetc de reglamentacidn o intervencién estatales, asi
como el de celebrar —respetando la reglamentacién general aplicable a los co-
rrespondientes servicios piiblicos y con la aprobacién de la Administracién del
Estado— convenios con los concesionarios de éstos para la mejora en la presta-
cibn dentro del términe municipal. También se introducen modulaciones, res-
pecto del régimen general, en punto a cbras piiblicas, contratacién municipal y
urbanizacion,
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f) La Hacienda Municipal constituye, al igual que en el caso de Barcelona,
capitulo esencial del régimen especial, al que se dedica todo el Titulo III de la
Ley, habiendo sido objeto de desarrollo por el Reglamento aprobaco por De-
creto 4.108/1964, del 17 de diciembre. En este caso, las previsiones se concen-
tran bésicamente en el sistema de ingresos fiscales del Municipio.

2. La legislacién posiconstitucional de régimen local; su impacto en el régimen
especial del Municipio de Madrid

La entrada en vigor de la Constitucién de 1978, que dedica a la Administracion
Local, como ya he dicho, sélo una regulacién muy escueta (en la que destaca el prin-
cipio y la garantia de Ja autenomia), no determiné sin mds la derogacidn de la legis-
lacién de régimen local vigente y si finicamente la inconstitucionalidad sobrevenida
de algunas de sus determinaciones, fundamentalmente las referidas a las técnicas de
la tutela sobre las entidades locales (incompatibles con la autonomia constitucional-
mente garantizada a éstas); inconstitucionalidad apreciada por el Tribunal Constitu-
cional en su sentencia del 2 de febrero de 1981, dictada como consecuencia de re-
curso de inconstitucionalidad formulado por un nimero suficiente de Diputados y
Senadores del Partido Socialista entonces en la oposicién.

En consecuencia, la Ley Especial de Madrid de 1963 antes estudiada (como
también la del Municipio de Barcelona a la que asimismo se ha hecho alusién) ha
continuado en vigor tras la Constitucién, sélo alterada en punto justamente a los
mecanismos de tutela declarados inconstitucionales. Ya nos consta que la Constitu-
cién, por si misma, no impone ni la subsistencia, ni tampoco, por tanto, la renova-
cién de dicho régimen especial, al limitarse a determinar Madrid como capital del
Estado. Es cierto que el Estatuto de Autonomia de Madrid, aprobado en 1983 por
una Ley Orgdnica del Estado, contempla la aprobaciéon de una ley especial para la
capital, pero nc lo es menos que esta prevision no ha sido actuada hasta la fecha.

La causa debe buscarse en la relegacion a un segundo plano, por los problemas
de recomposicidon de la organizacion territorial del Estado ligados al establecimiento
de la novedosa instancia de las Comunidades Auténomas, de la cucstién del régimen
local a un segundo plano durante los primeros afios siguientes a la entrada en vigor
de la Constitucidn; circunstancia que retrasé hasta 1985 el dictado de un nuevo
régimen local general, marco imprescindible para abordar el disefio de cualquier ré-
gimen municipal especial, y en particular (dada su especifica problemitica), el de
Madrid.

La Ley 7/1985, del 2 de abril, reguladora de las bases del régimen local —texto
que fija, ya en desarrollo de la Constituci6n, el sistema general de gobierno y admi-
nistracién de las entidades locales— se plantea el disefio de dicho sistema desde la
tradicional tensién entre los principios de uniformidad y diversidad y pretende resol-
verla de forma equilibrada, pero con la suficiente flexibilidad para que (aparte las
modulaciones derivadas de la intervencion, en desarrollo de la normativa estatal, de
los- distintos legisladores autondmicos) cada entidad pueda efectuar los ajustes de-
mandados por las circunstancias concretas del Municipio correspondiente. De ahi el
“modelo” de gobierno y administracién (referido a las entidades locales necesarias o
preceptivas en todo el territorio nacional, y principalmente, a los Municipios) defi-
nido por la Ley; modelo que descansa sobre los dos siguientes elementos:

La determinacién, limitada a lo esencial, de los 6rganos bésicos de gobierno y
administracién, de sus competencias respectivas y relaciones reciprocas; determi-
nacién indisponible tanto para el legislador autondmico de desarrollo, como
para las propias entidades locales en ejercicio de su potestad de autoorganizacién,
El reconocimiento a las entidades locales (en particular, a los Municipios) de
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una muy amplia capacidad de autoorganizacién para la ulterior concrecién del
propio gobierno y administracién. Este reconocimiento se traduce, en materia
de organizacién y funcionamiento, en el apoderamiento de cada Municipio para
la aprobacién de su Reglamento Organico, al que se reserva un dmbito propio
de decisién, que debe ser respetado incluso por las leyes de régimen local de
las Comunidades Auténomas. De esta forma y sin otra limitacién que el marco
legal, cada Municipio puede organizarse libremente, en funcién de sus circuns-
tancias peculiares y en los términos de su especifico Reglamento, aprobado por
su Ayuntamiento Pleno.

En el planteamiento del legislador de 1985 el modelo sucintamente expuesto ha-
bia de ser capaz de acoger la diversidad del mundo local, de satisfacer —sin mengua
de un esquema comin— las exigencias de organizacion del autogobierno derivadas
de las circunstancias especificas de cada colectividad local, desde los més pequefios
municipios de unos pocos habitantes hasta los de las grandes ciudades, incluidas Ma-
drid y Barcelona. D¢ ahi que la disposicién adicional sexta de la ley declare subsis-
tentes los regimenes especiales de Madrid y Barcelona sélo en todo lo que no se
opongan, contradigan o resulten incompatibles con dicho texto legal, es decir, con cl
nuevo y vigente régimen local bisico y general. Dos aspectos, que revelan las nue-
vas claves de evolucién de las especialidades respecto de dicho régimen, merecen ser
destacados en ‘esta disposicién final,

1?2 Mientras en el caso de Madrid el régimen especial que se declara vigente
(en los términos indicados) no obstante la entrada en vigor de la ley basica del
régimen local es estritcamente ¢l determinado por la Ley del 1963 exclusiva-
mente para e¢l Municipio de Madrid, en el de Barcelona comprende —ademas
de la ley especial del municipio barcelonés— el Decreto-Ley 3.276/1974, det
28 de noviembre, y su desarrollo reglamentario, relativos a la Entidad Metro-
politana de Barcelona.

La diferencia es consecuencia de las circunstancias derivadas del Estado au-
tonémico.

Madrid —Municipio capital y urbe metropoelitana— radica en una Comunidad
Auténoma uniprovincial, en la que no existe espacio politico-administrativo su-
ficiente para una instancia de gobierno metropolitano intermedia entre el go-
bierno municipal y el gobierno regional o autondmico. Por contra, la norma
institucional configuradora de la Comunidad Auténoma contempla expresa-
mente la capitalidad como titulo determinante del goce por el Municipio de
Madrid de un estatuto singular (con entera independencia del alcance posible
de éste). Luce en ello un desplazamiento del fundamento de la especialidad
desde el fendmeno urbano (el hecho de la gran ciudad) hacia cl dato de la ca-
pitalidad del Estado.

Barcelona —Municipio y conurbacién— radica, por contra, en una Comunidad
Auténoma pluriprovincial, en la que, sin embargo, ticne un peso politico, ad-
ministrativo, social y econdmico, decisivo. Pero ese peso le corresponde en la
doble condicién expresada, lo que obliga —para hacerlo valer— a vincular el
municipio barcelonés con el fenémeno urbano mucho més amplio del que cons-
tituye solo el ndcleo central. En cste caso, pues, la especialidad de Barcelona-
Municipio, aunque dotada de fundamento propio (incluso legal: el articulo 75
de la ley catalana 8/1987, del 15 de abril, municipal y de régimen local de
Cataluiia, dispone que el Municipio de Barcelona gozard de un régimen juridico
especial establecido por ley), continGa ligada al hecho de Barcelona-gran ciudad.
2¢ FEl régimen especial de Madrid se declara subsistente sélo hasta tante no se
dicte la ley prevista en el articulo 6 de la Ley Orgénica 3/1983, de 25 de fe-
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brero, del Estatuto de Autonomiz de la Comunidad de Madrid. Sobre la base
de la previsién contenida cn cste vltimo precepto se establece ya, por tanto, la
definitiva reconversién del régimen especial en el derivado del doble dato de la
capitalidad del Estado y sede de las instituciones gencrales de éste, con el con-
tenido que proceda; determinacién, posible en una ley estatal, en la medida en
que la Ley Especial de Madrid prevista en ¢l Estatuto de Autonomia de la Co-
munidad Auténoma madrilefia ha de ser, asimismo, una ley estatal (en modo
alguno una ley autonémica). )

El@ régimen especial de Barcelona se declara, por contra, simplemente en vigor
(en lo no opuesto al nuevo régimen local basico y general), sin precisidn al-
guna sobre su actualizacién, lo que supone —desde la perspectiva de la legisla-
cién estatal de régimen local— su congelacién. La razén es clara: respecto de
Barcelona —y a diferencia de Madrid— el Icgislador estatal carece, a tenor del
régimen local bédsico por el mismo definido, de cualquier ulterior compctencia
para la precisién de la actualizacién del régimen especial, incluida la decisidn
definitiva sobre la subsistencia o no de éste, por corresponder dicha actualiza-
cién ya al legislador autonémico catalin (el cual, como ya he adelantado, se ha
pronunciado por el dictado de una Ley Especial para ¢l Municipio de Barcclona).

Quizas quepa, sobre todo desde la perspectiva actual (transcurridos ya siete afios
desde la promulgacién de la ley basica de régimen local), considerar cxcesivamente
optimista el planteamicento de esta ley. Cualquier juicio sobre él debe tener en cuenta,
sin embargo, que estd referido exclusivamente a la organizacién estritca del gobierno
y la administracion de los entes locales, particularmente los municipios. No influye
en €l la cuestion competencial y le es ajeno el decisivo aspecto de la Hacienda de
éstos, toda vez que la ley bdsica de régimen local dc 1985 lo excluyé de su dmbito.

En cuanto a lo primero, cn efecto, la ley no contienc una atribucién precisa y
acabada de competencias a los entes locales, limitindose —en lo fundamental— a
establecer los principios conformc a los cuales dicha atribucién ha de tener lugar por
las leyes sectoriales (las relativas a las distintas materias de accién administrativa) y
a la enumeracién de las materias cn las quec tales leyes han de asignar desde luego
alguna competencia a los municipios. Esta opcidn legal venia obligada por el sistema
constitucional de reparto de la potestad legislativa entre el poder central y las Comu-
nidades Auténomas; reparto que se realiza por materias, Desde la materia régimen
local, pues, el legislador estatal no podia legitimamente disponer (al menos en parte,
predeterminando competencias municipales) sobre la organizacién de las competen-
cias administrativas en materias diferentes (urbanismo, sanidad, trifico, ensefanza,
medio ambiente, etc...), entregadas, en su caso, al legislador autonémico. La ex-
clusién de las Haciendas locales del régimen local tiene el mismo fundamento cons-
titucional: la Hacienda es, desde el punto de vista del reparto de la potestad legisla-
tiva, una materia constitucional especifica ¢ independiente y en la que el poder cen-
tral reticne —respecto de la local— la totalidad de la competencia de ordenacién (a
difcrencia de la materia “régimen local” en que dicha competencia se limita a la or-
denacién bdsica). En ¢l momento de elaborarse y dictarse la ley bdsica de régimen
local, a cllo se afiadia —en el plano de la oportunidad— el proceso autonémico en
curso, entonces aiin no maduro en punto a la construccion del esquema global de la
Hacienda piiblica. Faltando, pues, claridad en la composicién de los espacios propios
de la Hacienda estatal (central o nacional} y de las Comunidades Autdnomas, re-
sultaba cuando menos dificil intentar la organizacidn de las Haciendas locales.

La regulacién de éstas fue abordada, ssparadamente, tres afios mas tarde por la
Ley 39/1988, del 28 de diciembre, vigente cn la actualidad. Sus articulos 141 y 142
confirman la especialidad hacendistica de los Municipios de Madrid y Barcelona, en
la medida en que prevén el dictado de sendas leyes singulares para dichos municipios.
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Tales leyes ain no han sido promulgadas, determinando la dispesicién transitoria dé-
cima de la ley su aplicacién directa —es decir, del régimen general— a los referidos
municipios hasta tanto la aprobacién de aquéllas tenga lugar (en congruencia con lo
cual la disposicién derogatoria de la propia Ley de 1588 declara derogada la parte
hacendistica de Ias Leyes ‘Especiales d¢ Barcelona y Madrid de 1960 y 1963, respec-
tivamente). Esto significa que, al dia de hoy y transitorinmente, los municipios en
cuestidn carecen, en la materia que nos ocupa, de régimen especial. Huelga liamar
la atencién nuevamente aqui sobre la no limitacién del régimen especial a Madrid-
capital, lo que impide ver en la previsién de éste una consecuencia sélo de la ca-
pitalidad.

La peculiaridad econémico-financiera de los Municipios de Madrid y Barcelona
no se circunscribe, no obstante, a contar con una ley especial; gozan, ademds, de un
trato especifico por lo que hace a la participacién de los Municipios en los tributos
del Estado (del poder central}. Conforme al articulo 115 de la citada y vigente Ley
de 1988, en efecto: .

A Jos Municipios de Madrid y Barcelona se les asegura una cspecifica participa-
cién, consistente en la cantidad que les correspondié efectivamente en el afio
1989 de entrada en vigor de la ley, actualizada scgin el indice de evolucion que
prevalezca (sobre este concepto volveré inmediatamente).

De lo que se sigue que los demas municipios tienen limitada su participacién al
resto que resulte de la detraccidn de la cantidad total a distribuir de la garan-
tizada, como queda dicho, a los Municipios de Madrid y Barcelona.

La adecuada comprension de la cxpuesta “especialidad” requiere una alusion,
siquiera sea somera, al sistema legal de participacién municipal en los tributos del Es-
tado. Este (previsto, en principio, para el quinquenio 1989-1993) descansa en los
tres elementos siguientes:

1. El porcentaje de paiticipacién de los municipios, que se determina de una
sola vez y por la Ley de Presupuestos Generales del Estado (en funcidn, bisica-
mente, de una financiacién inicial definitiva de 433.000 miliones de Pts. y de la
liquidacién de los Presupuestos Generales del afio 1989 en punto a la recauda-
cién liquida por determinados conceptos, a los que lucgo, al tratar del importe
de la participacion, haré referencia).

2. Eli importe total de la participacién, que debe ser hallado anualmenie e in-
cluido, en calidad de crédito, en los Presupuestos Generales del Estado del ejer-
cicio correspondiente, se fija mediante aplicacién de la siguiente formula:

Siendo:

PIEN = PPI X ITAE X IE

PIEN: Participacién de los Municipios cn los tributos del Estado del afio N.
PPI: Porcentaje de participacién de los Municipios.

ITAE: Ingresos del Estado del ejercicio de 1989, definidos como la suma de la
recaudacién liquida obtenida por los capitulos 1 y 1I del Presupuesto de Ingresos
del Estado, excluidos los conceptos susceptibles de cesién a las Comunidades Au-
tébnomas y los que constituyen recursos de la Comunidad Econémica Europea,
més la recaudacién liquida obtenida por cotizaciones a la Seguridad Social y al
Desempleo.

IE: Indice de evolucion que prevalezca, determinado segilin las previsiones pre-
supuestarias y econdmicas y las reglas siguientes: como norma general, ha de
estarse al cociente entre los ingresos del Estado del afio al que se refiera la par-
ticipacién y los del ejercicio de 1989 cn los términos antes expuestos; a titulo
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de excepcién juegan los dos limites (al incremento de la financiacién municipal)
consistentes en el incremento del Producto Interior Bruto entre los afios antes
citados, primero y calidad de miximo, y el aumento que experimente el gasto
cquwalente del Estado entre los mismos afios, en segundo lugar y en calidad de
minimo,

3. La distribucién del importe total precedente entre los municipios, que debe
realizarse en los términos que disponga cada Ley Anual de Presupuestos Generales
del Estado a tenor de las siguicntes reglas.

—En primer lugar, la asignacidon a los Municipios de Madrid y Barcelona de la
cantidad que les deba corresponder segin lo ya dicho.

—E]l reparto del resto del importe entre los demds municipios, una vez detraida
la cantidad anterior, conforme a los siguientes criterios:

a) El70% en funcién del nimero de habitantes de derecho de cada municipio
segin ¢l Gltimo Padrén Municipal oficialmente aprobado, ponderado por unos coe-
ficientes multiplicadores (que van de 1.85 para municipios de mas de 500.000 ha-
bitantes hasta 1,00 para municipios de hasta 5.000 habitantes).

b) El 25% ‘en funcién del nimero de habitantes de derecho ponderado segin
el esferzo fiscal medio de cada municipio en cl ejercicio anterior al que se refiera la
participacién de cuya distribucién se trate.

¢) El 5% restante, c¢n funcién del ntimero de unidades escolares de Educacién
General Bésica, Preescolar y Especial, existentes e¢n centros piiblicos en que los in-
muebles pertenezcan a los municipios, o en atencién a los gastos de conservacién y
mantenimiento que deben correr a cargo de los mismos,

IV. LA MAS RECIENTE EVOLUCION Y LA SITUACION ACTUAL

La evolucién de la cuestién del régimen municipal especial hasta aqui descrita
acredita la consolidacién de éste, de suerte que en la legislacién postconstitucional
vigente tanto en materia de régimen local como de Haciendas locales se contempla
expresamente la actualizacién del que desde los afios sesenta han venido gozando los
Municipios de Madrid y Barcclona; no sdlo, pues, ¢l propio del que es capital del
Estado.

Ese régimen especial, que nacié ligado al fendmeno urbano, y mas concretamente
de la gran ciudad o metropolitano, pero que luego se extendid también al gobierno y
la administracién locales de los ‘municipios centrales de las dos pnnc1pales ciudades,
como
lo prueba la previsién de su actualizacién por la aludida legislacién reguladora del
régimen local general y de las Haciendas locales, si bien con perfiles diferenciados
en Madrid y Barcelona.

En Madrid el doble dato de la atribucién constitucional de la capitalidad, desa-
rrollada en el Estatuto de la Comunidad de Madrid en términos de régimen munici-
pal especial, y de la ausencia en dicha Comunidad, por sus caracteristicas, de espacio
claro para una instancia metropolitana intermedia entre el Municipio y la Comunidad,
ha acabado desplazando el centro de gravedad de aquel régimen especial hacia la
condicién politica de capital del Estado. En Barcelona, por contra, la ausencia de si-
milares circunstancias ha proplcmdo la reafirmacién del régimen especial en el terreno
de la gran ciudad y el papel que ésta cumple en el sistema politico-administrativo y
socio-econdmico, tanto autondémico, como nacional, con la consiguicnte persistencia
de la vmculacnon al problema del gobierno metropelitano.

Las diferencias actuales asi constatadas en el planteamiento de los reg1menes es-
peciales de Madrid y Barcelona (en tanto que Municipios) encuentran significativa

~
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cxpresion en la reserva de la competencia para la definicién del primero al legisiador
estatal (con excepcion de la normal competencia en la materia del legislador autoné-
mice) y la entrega de dicha competencia en ¢l segundo caso a este tltimo legislador.

No obstante tales diferencias, la renovacién y potenciacién del régimen especial
constituyen hoy reivindicaciones municipales igualmente vivas y de parecida intensidad.

Una vez mis es el Municipio de Barcclona el que se ha adclantado en cl tiempo,
quizéds por la mayor dificultad y complejidad politicas y técnicas del caso, por la im-
plicacion en su aprobacién, dado lo ambicioso del proyccto, de los legisladores auto-
némico y estatal. Ya en 1991 formalizé los trabajos de redaccién de una propuesta
de Carta Municipal, que se encuentran hoy ya muy avanzados. El estatuto municipal
cspeeial a que en este caso se apunta aparece centrado cn:

—EIl acercamicnto del sistema de gobierno y administracién generales de! Mu-
nicipio a la légica del propic de las instancias territoriales (estatal y autondmica)
superiores, fundamentalmente mediante la “parlamentarizacién” del Consejo o Ayun-
tamicto y el reforzamiento de la figura del Alcalde, al que se hace cabeza de un
verdadero “ejecutive” municipal y de una Administracién departamentalizada.

—La descentralizacion territorial, paralela a la medida anterior, del gobierno y
la administracién, gracias a la potenciacién de la representatividad y de la compe-
tencia de los. Distritos (equilibrada con una prudente salvaguarda del principio de
unidad de gobierno del Murnicipio).

—El reforzamiento decidido de los derechos de los vecinos de, y también de
los simples ciudadanos en, el Municipio de Barcelona, incluido el de su participacién
en los asuntos piblicos locales.

—EIl reforzamiento decidido de los derechos de los vecinos de, y también de
la idea de la gestién municipal, en el dmbito correspondicnte, de la totalidad de los
servicios piblicos (incluso supralocales) en que esa gestién sea factible.

—La participacién municipal en la gestidn de los grandes servicios piblicos con
relevante incidencia en el funcionamiento de la gran ciudad, tales como el puerto, el
aeropucrto o el abastecimiento de agua; asi como también en la ordenacién territorial
del fenémeno metropolitano (mediante la articulacidn, en este tdltimo caso, de alguna
férmula organizativa especifica).

—El establecimiento de un régimen ecconémico-financiero peculiar.

Recientemente se ha revitalizado también el régimen especial que para Madrid,
en tanto que capital del Estado y sede de las instituciones generales de éste, contem-
pla el Estatuto de Autonomia de la Comunidad Auténoma de Madrid. Tras la orga-
nizacién por el Ayuntamiento de unas Jornadas dc Estudio sobre la cuestion, en la
que participaron politicos y profesores universilarios, ¢, incluso, la elaboracitn, tam-
bién por iniciativa municipal, de un primer documento sobre posibles contenidos de la
nueva Ley Especial de Madrid, la Comunidad Auténoma, que la venia considerando
no prioritaria, ha asumido expresamente la procedencia de la elaboracién, tramitacién
y publicacién de ésta. Es de esperar, pues, que en plazo méds o menos breve sea una
realidad. Aunque los trabajos de redaccién parecen estar en curso y existe informacién
acerca del mantenimiento de conversaciones, y en su caso, negociacioncs ¢n cl doble
plane de los partidos politicos y de las instituciones (cor intervencién no sdlo de la
Comunidad Auténoma y del Ayuntamiento, sino, al parecer, también de la Adminis-
tracién del Estado; lo que tiene sentido si se tiene en cuenta que, como ya nos consta,
la Ley Especial de Madrid ha de ser una Ley Estatal, en ningdn caso autonémica),
no se ha dado publicidad alguna a los resultados que hayan podido obtenerse hasta
el momento. Los linicos datos disponibles son, pues, los del documento preliminar ela-
borado por encargo del Ayuntamiento de Madrid. A su tenor, el régimen especial de
Madrid centraria su objeto preferentemente en la rcorganizacién del gobierno y la
administracién municipales en sentido practicamente idéntico al de la Carta Muni-
cipal de Barcelona antes referido en sus lineas bdsicas, y sobre todo, en el régimen
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econdmico-financiero del Municipio (argumento principal a este Oltimo respecto es
el de las cargas especificas y superiores que para el gobierno local suponc el hecho
mismo de la capitalidad, especialmente la radicacién de las instituciones generales y
sus servicios, principalmente los administrativos). Menor importancia parece conce-
derse a la ampliacién de las competencias municipales, y desde luego, a la aspiracién
de tendencial conversién de la Administracién municipal en gestor universal —en
el término municipal— de los servicios publicos. Por contra, adquiere relevante signi-
ficacidn en el caso de Madrid el sistema de relaciones con las instancias territoriales
superiores: las Administraciones de la Comunidad y del Estado (no en vano este
asunto aparece expresamente previsto en el articulo 6 del Estatuto de Autonomia de
la Comunidad de Madrid). Finalmente y en razén a las peculiaridades ya destacadas
de la Comunidad de Madrid, la organizacién del gobierno metropelitno, es decir, del
fenémeno urbano mids extenso del que Madrid-Municipio constituye el centro apa-
rece tratado con mucha prudencia y otorgando el protagonismo, como parece inex-
cusable, al gobierno auténomo de la Comunidad, es decir, renunciando al estableci-
miento de una instancia Jocal metropolitana, sin perjuicio de la reivindicacién de la
participacién municipal en la ordenacién territorial correspondiente.





